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Expte. nº 9805/13 “GCBA s/ 
queja por recurso de incons-
titucionalidad denegado en: 
Edenor S.A. c/ GCBA s/ 
impugnación de actos admi-
nistrativos” 

 
 
 
 Buenos Aires,         07   de mayo de 2015 
 
 Vistos: los autos indicados en el epígrafe; 
 

resulta: 
 

1. La Empresa Distribuidora Norte S.A. (en adelante, EDENOR) 
promovió acción contencioso administrativa (fs. 1/37 de los autos 
principales a los que corresponderá la foliatura que en lo sucesivo se 
mencione, excepto indicación expresa) contra el Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires (en adelante, GCBA), a efectos de obtener 
la declaración de nulidad de la Resolución n° 2514/SHyF/04, mediante 
la cual se pretendió gravar la ocupación que realiza con las 
instalaciones necesarias para la prestación del servicio de distribución 
de energía eléctrica concesionado.  

En su escrito: a) adujo que la pretensión del GCBA de imponer 
el denominado “Gravamen sobre la Ocupación y/o Uso de Espacios 
Públicos” resultaba contraria a las normas federales que rigen la 
concesión del servicio y al compromiso asumido por el GCBA mediante 
la firma del denominado “Pacto Federal para el Empleo, la Producción 
y el Crecimiento”, del 12 de agosto de 1993, ya que ambos 
ordenamientos poseen supremacía sobre la ley local y establecen la 
libre ocupación del espacio para el desarrollo de la actividad que 
desenvuelve la actora (fs. 1 vuelta); b) solicitó que se declarara que la 
ocupación sobre el espacio público de la Ciudad de Buenos Aires que 
realiza con las instalaciones necesarias para la prestación del servicio 
concesionado es libre del gravamen sobre la ocupación y/o uso de 
espacios públicos, así como requirió que se ordenase al GCBA el 
dictado de una nueva resolución conforme a dicha pauta (fs. 1 vuelta); 
c) en subsidio, recabó el dictado de una medida cautelar que impidiera 
al GCBA reclamar por cualquier vía la supuesta deuda, en caso de no 
declararse que no correspondía el previo pago para el inicio y trámite 
de las actuaciones; y d) peticionó la citación del Estado Nacional (Ente 
Regulador de la Energía Eléctrica) en su carácter de autoridad de 
aplicación del servicio, “… interesado en la correcta interpretación de 
las normas federales que rigen la concesión” (fs. 2). 
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2. El GCBA contestó la demanda y solicitó su rechazo (fs. 
303/351), sobre la base de los siguientes argumentos: a) en tanto 
Estado local goza de imperio sobre la regulación tributaria que le es 
propia, y el Gobierno Nacional sobre la prestación del servicio, 
pretende gravar la ocupación del espacio y no la actividad desarrollada 
por la empresa; b) correspondería la aplicación plena de la ley nacional 
n° 22.016, de modo que el decreto n° 714/92 no había hecho renacer 
ninguna exención previa; c) resultaban inaplicables al caso los incs. 13 
y 18 del art. 75 de la Constitución Nacional; d) otro tanto resultaría para 
el “Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento”,  por 
no tener efecto operativo directo; e) en lugar de promover una 
demanda contencioso administrativa, EDENOR podía haber instado la 
traslación a la tarifa del gravamen de que se trata, para que fuera 
soportado por los usuarios; g) la citación al Estado Nacional resultaba 
improcedente. En forma subsidiaria, planteó la inconstitucionalidad del 
decreto nº 714/92, con fundamento en el principio de legalidad tributaria 
que se proyectaba tanto para crear gravámenes como para instituir 
exenciones. 

 
3. El Estado Nacional —Ministerio de Planificación Federal, 

Inversión Pública y Servicios— contestó el traslado de la citación como 
tercero y expuso que la pretensión fiscal del GCBA implicaba un claro 
avasallamiento del régimen de funcionamiento de un servicio público 
que estaba sujeto a la exclusiva jurisdicción federal (fs. 371/381). 

 
4. La jueza de primera instancia hizo lugar a la medida cautelar 

solicitada —resolución confirmada por la Cámara según surge de la 
sentencia de primera instancia que luego fuera dictada sobre el fondo 
(conf. fs. 450/460)—.  

La magistrada, posteriormente, hizo lugar a la demanda de 
EDENOR y revocó el acto administrativo impugnado. Para así decidir, 
entendió que: a) “… más allá de las facultades de legislación que 
posee la demandada en torno a su régimen tributario y a la posibilidad 
de gravar la ocupación y/o uso de la superficie, subsuelo y espacio 
aéreo, lo cierto es que estas potestades deben ejercerse sin vulnerar el 
régimen federal…” (fs. 456 vuelta.); b) a través del decreto n° 714/92 
se le otorgó a EDENOR y a EDESUR la concesión del servicio público 
de distribución y comercialización de energía eléctrica por el término de 
95 años y se fijó en un 6% el monto a abonar en concepto de único 
impuesto y contribución de índole fiscal y de uso del dominio público 
municipal, y que ese pago no eximía a ambas empresas del pago de 
las tasas retributivas por servicios o mejoras de orden local; c) “… se 
advierte que el Estado Nacional eximió a la empresa actora del pago 
de ciertos gravámenes con excepción de determinadas tasas respecto 
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de las actividades relacionadas con la generación, transformación y 
transmisión de energía eléctrica, de modo que no se restrinja o dificulte 
su libre producción y circulación (conf. art. 12 de la ley N° 15.336 y arts. 
19 y 21 del Decreto Nacional N° 714/92)” (fs. 458); d) “… se advierte 
que, por un lado existe una norma nacional que exime a la empresa 
actora del pago de determinados gravámenes —incluso locales— y, 
por el otro, que una norma local impone un determinado impuesto a 
quienes utilicen el espacio aéreo, subsuelo o superficie, como es el 
caso de la actora” (fs. 458); e) a partir de la Cláusula del Progreso (art. 
75, incs. 18 y 19, en consonancia con lo dispuesto en el inc. 30 de la 
CN, relativo a los Establecimientos de Utilidad Nacional), “… el Estado 
Nacional se encuentra facultado para conceder exenciones contenidas 
en las normas mencionadas previamente, de modo que el pago del 
gravamen por el uso y ocupación del espacio público no resulta 
aplicable a la actora en virtud de lo dispuesto en la citada norma 
nacional, en aras del bienestar general y la prosperidad de la Nación” 
(fs. 459); y, f) “… el pago del gravamen por el uso y la ocupación de la 
superficie, el espacio aéreo y el subsuelo de la vía pública requerido 
por la Administración local no puede ser considerado una tasa 
retributiva de un servicio…” porque “… no existe por parte de la 
Administración local servicio alguno al respecto” (fs. 459 vuelta). 
 

5. Contra este decisorio el GCBA interpuso recurso de apelación 
—cuyo traslado fue contestado por EDENOR (fs. 512/523 vuelta)— y 
expresó los siguientes agravios (fs. 483/507): a) la sentencia se 
apoyaba en una fundamentación aparente, al no señalar de qué forma 
el ejercicio de la legítima potestad tributaria de la Ciudad obstaculizaba, 
obstruía o impedía la prestación del servicio por parte de EDENOR; b) 
se violentaba en el caso el principio de congruencia, por cuanto 
reconocía la autonomía de la Ciudad y, al momento de dictar sentencia, 
dejaba de lado tal autonomía sin sustento jurídico; c) la jueza omitía 
considerar lo expresado en cuanto a que el decreto n° 714/92 había 
sido dictado en el marco de la ley n° 23.696, que no mencionaba 
ninguna exención y que no habilitaba la delegación en materia 
tributaria; d) tampoco valoraba los planteos referidos a la distinción 
entre el 6% de las entradas brutas, que había sido consensuado entre 
el Poder Ejecutivo Nacional y EDENOR, y el gravamen por ocupación 
del suelo, subsuelo y espacio aéreo de la Ciudad; y e) se veía afectado 
en su derecho de defensa por no tratarse en la sentencia el planteo de 
inconstitucionalidad que había sido formulado en subsidio. 

  
6. La Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso 

Administrativo y Tributario rechazó el recurso de apelación (fs. 
539/547). En su decisorio los jueces: a) avalaron la postura de la jueza 
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de grado en cuanto a que la normativa federal consagraba la libre 
ocupación de las obras e instalaciones necesarias para la prestación 
del servicio público de distribución de la energía eléctrica, excluyendo 
la facultad tributaria local respecto de cualquier pretensión que la 
afectara; b) rechazaron el planteo de inconstitucionalidad del decreto n° 
714/92; c) afirmaron que las prescripciones del Pacto Federal para el 
Empleo, la Producción y el Crecimiento resultaban obligatorias para las 
jurisdicciones que habían adherido a él; y d) concluyeron que con la 
jurisdicción federal de este servicio se trató de evitar el aumento de su 
tarifa por eventuales e imprevisibles gravámenes locales, con el 
consiguiente impacto en la economía de todos los usuarios. 

 
7. El GCBA interpuso recurso de inconstitucionalidad contra el 

pronunciamiento de la Cámara (fs. 550/570), cuyo traslado fue 
contestado por EDENOR (fs. 607/630) y por el Estado Nacional (fs. 
632/638 vuelta). 
 

8. La Sala II declaró inadmisible el recurso de 
inconstitucionalidad (fs. 642/644), circunstancia que originó la 
deducción del recurso de queja ante el Tribunal (fs. 222/236 vuelta de 
la queja). 

 
9. El Sr. Fiscal General en su dictamen opinó que el recurso de 

queja debería ser rechazado (fs. 264/270 de la queja). 
 
 

Fundamentos: 
 
El juez José Osvaldo Casás dijo: 
 
1. La queja del GCBA satisface los requisitos formales 

establecidos por el art. 33 de la ley nº 402, y contiene una crítica 
mínima pero suficiente del auto denegatorio del recurso de 
inconstitucionalidad contra el que se dirige.  

El recurso ha sido mal denegado pues, a diferencia de lo 
sostenido por la Cámara CAyT para descartar su procedencia, 
considero que la cuestión sobre la que versó esa decisión involucra la 
interpretación de la Constitución Nacional en diversas cláusulas —a lo 
que pueden sumarse diferentes regulaciones de derecho intrafederal y 
normas federales atinentes al régimen de la generación, transporte y 
distribución de la energía eléctrica—. Todo ello dicho sin perjuicio de 
que, vista la cuestión abarcada solo en algunos aspectos, podría estar 
ausente una resolución contraria a los derechos federales invocados  
—en los términos de la exigencia de tal recaudo por parte de la Corte 
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Suprema de Justicia de la Nación para la procedencia de la vía 
contemplada en el art. 14 de la ley nº 48—. 

De todos modos, la inaplicación del Gravamen sobre la 
Ocupación y/ o Uso del Espacio Público se encuentra implicada, según 
se alega en el recurso, por el alcance y extensión que se le asigne a la 
ley nº 22.016 de derogación de exenciones en tributos nacionales y 
locales a las sociedades de economía mixta regidas por el decreto ley 
nº 15.349/46 (ratificado por la ley nº 12.962), las Empresas del Estado 
normadas por la ley nº 13.653 (texto ordenado por decreto nº 4053/55 y 
modificaciones), o por leyes especiales, las sociedades anónimas con 
participación estatal mayoritaria reguladas por la ley nº 19.550, las 
sociedades anónimas con simple participación estatal previstas en la 
ley nº 19.550, las Sociedades del Estado regidas por la ley nº 20.705, 
las empresas formadas por capitales de particulares e inversiones de 
los fiscos nacional, provinciales y municipales —todas ellas inclusive 
aunque prestaren servicios públicos—, los bancos y demás entidades 
financieras nacionales regulados por la ley nº 21.526 y/o las leyes de 
su creación, según corresponda, y a todo otro organismo nacional, 
provincial y municipal que venda bienes o preste servicios a terceros a 
título oneroso. 

Otro tanto ocurre con la infracción al principio de legalidad 
tributaria, que se materializaría a partir de la dispensa que habría 
instituido por el decreto nº 714/92.  

Ello sentado, desde otra perspectiva, también se encuentran 
involucradas en la controversia otras leyes federales, tal el caso de las 
leyes nº 15.336 y 24.065; como también la Cláusula de Supremacía 
Constitucional y Federal —art. 31 de la CN—; el rol prevalente del 
Derecho Intrafederal, que no se agota en la Ley de Coparticipación 
Provincial en Impuestos Nacionales sino que se expresa también 
mediante otras leyes convenio, que los Estados parte, en tanto los 
limita, no pueden unilateralmente modificar ni reglamentar —art. 75, 
inc., 2, párrafo 4º—; la Cláusula del Comercio —art. 75, inc. 13 de la 
CN—; las Cláusulas del Progreso y del Progreso con Justicia Social —
art. 75, incs. 18 y 19 de la CN—; y Cláusula de Establecimientos de 
Utilidad Nacional —art. 75, inc. 30 de la CN—. Incluso, como 
contracara, se proyectan en esta controversia el régimen de gobierno 
autónomo con facultades propias de legislación, que se consagra en  
favor de la Ciudad de Buenos Aires en nuestra el Estatuto Supremo   
—art. 129 de la CN—. 

 
2. Las referencias antes consignadas obligan a señalar que, 

conforme a una arraigada doctrina jurisprudencial de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, el régimen de la energía eléctrica se inscribe 
en un marco de regulación federal incorporado al concepto abarcativo 
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que supone la interpretación del art. 75, inc. 13, de la Constitución 
Nacional. Tal temperamento se hace presente en las causas “Agua y 
Energía Sociedad del Estado en liquidación c/ Entre Ríos, Provincia de 
s/ acción declarativa” —Fallos: 322:2598—, sentencia del 26 de 
octubre de 1999; “Empresa Distribuidora del Sur S.A. (Edesur S.A.) c/ 
Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa” —Fallos: 322:2624—, 
sentencia de la misma fecha; “Compañía de Transportes de Energía 
Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ 
acción declarativa” —Fallos: 325:723—, sentencia del 16 de abril de 
2002; entre otras, donde sostuvo que el Congreso dictó las leyes 
15.336 y 24.065 planificando mediante pautas generales la política 
energética, con referencia expresa a un anterior precedente in re: 
“Hidroeléctrica El Chocón S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ 
acción declarativa”, —Fallos: 320:1302—, sentencia del 1º de julio de 
1997. 

Asimismo, a la par que calificó la prestación del servicio 
interconectado de generación, transporte y distribución de electricidad 
como manifestación del comercio interjurisdiccional —art. 75, inc. 13 de 
la Ley Fundamental—, el Tribunal cimero ha sostenido reiteradamente 
que la normativa nacional regulatoria de dicha actividad supone, de 
parte de dicha esfera de gobierno, el ejercicio de las facultades 
constitucionales que la habilitan a la disposición de medidas tendientes 
a la promoción de la prosperidad, el adelanto y el bienestar general del 
país —esto es, ejercitando la potestad que le asigna art. 75, inc. 18 de 
la CN—, así como las relativas a la regulación de los Establecimientos 
de Utilidad Nacional —inc. 30 de la misma norma— (conf. doctrina que 
surge, entre otros, de los pronunciamientos dictados in re: “Provincia de 
Buenos Aires v. Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires” —Fallos: 
305:1847—, sentencia del 3 de noviembre de 1983; “Edenor S.A. c/ 
Municipalidad de Gral. Rodríguez s/ acción declarativa – medida 
cautelar” —Fallos: 322:2331—, sentencia del 5 de octubre de 1999; 
“Empresa Distribuidora Sur S.A. (Edesur S. A.) c/ Buenos Aires, 
Provincia de s/ acción declarativa” —Fallos: 322:2624—, sentencia del 
26 de octubre de 1999; “Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional 
(Ministerio de Obras y Servicios Públicos) s/ acción declarativa”,—
Fallos: 323:3949—, sentencia del 5 de diciembre de 2000; “Yacylec 
S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ acción declarativa" —Fallos: 
329:358—, sentencia del 28 de febrero de 2006; “Buenos Aires, 
provincia de c/ Edenor S.A. s/ remoción de electroductos”, —Fallos: 
330:4564—, sentencia del 23 de octubre de 2007; entre otros). 

En razón de las consideraciones expuestas, se advierte que en 
autos se encuentra en controversia la compleja relación de normas 
fiscales y extrafiscales de distintas jurisdicciones bajo la matriz de un 
Estado federal en que coexisten distintos planos de gobierno  
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—Nación, Estados locales (provincias y Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires) y municipios de provincia—.  

Por lo demás, no quiero dejar de recocer que en un dictum de mi 
voto en la causa “GCBA s/ queja por recurso de inconstitucionalidad 
denegado en ‘EDESUR SA c/ GCBA s/ acción meramente declarativa 
(art. 277 CCAyT)’”, expte. n° 6164/09, sentencia del 18 de mayo de 
2009, hice expresa mención de las cavilaciones y dudas que me 
suscitaba la validez constitucional del decreto nacional nº 714/92 en 
relación con el principio de reserva de ley, precepto que también 
gravita en esta causa y cuya constitucionalidad ha sido controvertida. 

De todos modos, bien puede suponerse que el a quo, de manera 
implícita entendió que dicho precepto ofrece las siguientes 
características: a) que en tanto en sus considerandos hizo mérito de las 
leyes nº 14.772, nº 15.336 y nº 24.065, el decreto nº 714/92 vino a 
complementar tal plexo regulatorio en materia de energía eléctrica; y b) 
que al invocarse los incs. 1º y 2º del art. 86 de la Constitución Nacional 
(según el texto entonces vigente, anterior a la Reforma de 1994), el 
reglamento de marras calificaba como ejecutivo o decreto 
reglamentario, manteniendo, más allá de las discrepancias y dudas que 
puedan suscitar la validez del decreto 714/92, incólumes las franquicias 
instituidas por las distintas leyes que regularon la generación,  
transporte y distribución de la energía eléctrica.  

 
3. Ingresando en el recurso de inconstitucionalidad articulado, en 

primer lugar corresponde destacar que en dicha pieza el GCBA no 
articuló agravio alguno respecto de la decisión de la jueza de primera 
instancia, confirmada por la Cámara de Apelaciones CAyT, en cuanto 
descartó la aplicación a la actora de la ley nº 22.016. Siendo ello así, 
nada correspondería argumentar sobre este punto en la instancia 
extraordinaria habilitada.  

Sin perjuicio de lo expuesto, obiter dicta resulta válido aclarar 
que la cuestión ya fue objeto de tratamiento y resolución por parte de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación. Según su criterio,  el art. 1º de 
la ley nº 22.016 —que derogó “todas las disposiciones de las leyes 
nacionales, ya sean generales, especiales o estatutarias, en cuanto 
eximen o permitan capitalizar el pago de tributos nacionales, 
provinciales o municipales (impuestos, tasas y contribuciones)” a los 
entes estatales, o con participación estatal mencionados en la propia 
norma— se halla dirigido a un conjunto definido de sujetos, haciendo 
perder vigencia a las eximiciones de que gozaban tales entes públicos, 
por lo cual dejó expresamente establecido que los resultados diferían 
en el caso de tratarse de una empresa privada por no resultar aplicable 
a ellas la apuntada ley (in re: “Telefónica de Argentina S.A. c/ 
Municipalidad de General Pico s/ acción meramente declarativa”  
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—Fallos: 320:162—, sentencia del 27 de febrero de 1997, 
considerando 5º; entre muchos otros) —temperamento que debo 
acatar, más allá de las objeciones que tuve oportunidad de dejar 
expresadas en la causa “GCBA s/ queja por recurso de 
inconstitucionalidad denegado en: 'Telefónica de Argentina S.A. c/ 
GCBA s/ impugnación de actos administrativos'”, expte. n° 8445/11 del 
registro de este Tribunal, sentencia del 8 de agosto de 2012—.  

A ello cabe añadir, en lo específicamente relacionado a la 
imbricación de la ley nº 22.016 con las previsiones del art. 12 de la ley 
nº 15.336, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha hecho 
particular aplicación de dicha doctrina en lo referente al régimen de 
energía eléctrica destacando, asimismo, la naturaleza objetiva de la 
materia a la que resulta aplicable la dispensa del referido art. 12, con 
prescindencia de los sujetos titulares de la explotación del servicio 
(conf.  “Agua y Energía Sociedad del Estado en liquidación c. Provincia 
de Entre Ríos s/ acción declarativa” —Fallos: 322:2598—, sentencia 
del 26 de octubre de 1999, en especial el considerando 3º).  

En ese marco, no puede desconocerse la evidencia de que la 
prestadora del servicio de distribución de energía eléctrica que 
promueve la presente causa es una empresa privada; extremo, por lo 
demás, que no ha sido controvertido por las partes —aspecto saliente, 
al menos desde la línea argumental que viene realizando hasta hoy el 
Tribunal cimero—.  

 
4. El mismo temperamento corresponde adoptar en lo relativo a 

los planteos vinculados a la proyección que cabe asignar a tenor de los 
compromisos asumidos por la Nación y las Provincias mediante la 
suscripción del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el 
Crecimiento, del 12 de agosto de 1993.  

En efecto, de la lectura del recurso de inconstitucionalidad 
articulado por el GCBA se extrae que, a pesar de alegar la 
configuración de un supuesto de arbitrariedad de sentencia en lo 
relativo al tratamiento que el a quo ha brindado a las defensas que 
articulara respecto de la aplicación al caso del apuntado instrumento, lo 
cierto es que en dicha presentación no ha logrado una argumentación 
suficiente como para conmover la sentencia. Por el contrario, se limita 
a insistir con planteos ya formulados en presentaciones anteriores, 
expresando una mera disconformidad con la solución adoptada por la 
Cámara CAyT, lo que no significa que la sentencia devenga infundada 
y, por ende, arbitraria en el sentido técnico acuñado por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación en favor de las jurisdicciones locales 
(conf. el Tribunal in re: “Federación Argentina de Box c/ Gobierno de la 
Ciudad de Buenos Aires s/ acción meramente declarativa de 
inconstitucionalidad”, expte. nº 49/99, resolución del 25 de agosto de 
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1999 y sus citas, en: Constitución y Justicia [Fallos de TSJ], Ed. Ad-
Hoc, Buenos Aires, t. I, ps. 282 y ss.).  

Por otra parte, cabe referir que, con relación a las obligaciones 
asumidas por los Estados locales en el apuntado Pacto Fiscal, en el 
Acto Declarativo Primero, en la especie tampoco serían invocables las 
sucesivas prórrogas de los compromisos asumidos, que ha decretado 
unilateralmente la Nación, por cuanto ellas no abarcan que resultaban 
de inmediato cumplimiento sino tan solo aquellas obligaciones 
diferidas, tal las que se refieren al reencauzamiento temporal del 
Impuesto sobre los Ingresos Brutos, para finalmente arribar a su 
abrogación definitiva.   

 
5. En lo que respecta a los planteos relacionados con la 

pretendida violación del principio de reserva de ley —a partir de la 
previsión de la dispensa invocada por la actora y cuya procedencia fue 
ratificada por la Cámara, contenida en el decreto del Poder Ejecutivo 
Nacional nº 714/92—, entiendo que los mismos deben ser rechazados.  

Para la mejor comprensión de este aspecto, resulta útil formular 
una breve reseña de la regulación nacional sobre energía eléctrica, 
comenzando por indicar que en las sucesivas previsiones y reformas 
se han diseñado diferentes esquemas en lo relativo a la carga 
impositiva aplicable a la prestación de los servicios de generación, 
transporte y distribución —siempre en el marco de los fines que lo 
informan y del interés general que supone su regular prestación—.  
  Mediante la ley nº 14.772 se declaró la jurisdicción nacional de 
los servicios públicos de electricidad prestados en la entonces Capital 
Federal y en varios partidos de la Provincia de Buenos Aires, y se 
estableció que su prestación estaría a cargo de Servicios Eléctricos del 
Gran Buenos Aires S.A. (“SEGBA S.A.”) —organismo creado a esos 
fines (artículos 3° y 4°)—, y que se desenvolvería respetando los 
poderes locales en todo aquello que fuera compatible con la 
jurisdicción técnica y económica que correspondía al Estado Nacional 
(artículo 5°). En igual orden de ideas, mediante el artículo 8° de la 
misma ley se estableció la exención de tributos respecto de ciertos 
actos, ello sin perjuicio de prever la sujeción de la firma prestadora “a 
las disposiciones impositivas en vigor o que se dicten en el futuro". 
  Posteriormente, la ley nº 15.336 reconoció, en el ámbito de la 
jurisdicción nacional que consagraba, que las obras e instalaciones de 
generación, transformación y transmisión de energía eléctrica "no 
pueden ser gravadas con impuestos y contribuciones, o sujetas a 
medidas de legislación local que restrinjan o dificulten su libre 
producción y circulación”, con la limitación atinente a las tasas 
retributivas por servicios y mejoras de orden local (art. 12). 
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A su vez, sucesivos decretos, tales como el nº 12.588/60 o el     
nº 1247/62 ratificaron esos conceptos con el propósito de "unificar los 
regímenes tributarios de orden local" (conf. doctrina de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación a partir del ya citado precedente de 
Fallos: 322:2624, reiterada en muchos otros). 

Por su parte, mediante el decreto nº 714/92, del 28 de abril de 
1992, se dispuso la ejecución de la privatización de la actividad de 
distribución y comercialización a cargo hasta entonces de “SEGBA 
S.A.”. 

Esta norma, en la que la empresa actora funda su pretensión, 
encuentra apoyo en las atribuciones del gobierno nacional conferidas 
por las leyes nº 14.772, nº 15.336 y nº 24.065. La sujeción a dicho 
marco legal y, más específicamente, al régimen fiscal consagrado en la 
aludida ley nº 14.772 y sus normas complementarias es de expresa 
referencia en los considerandos que preceden al texto del decreto en 
cuestión. En efecto, allí se sostiene que: “Que el artículo 5° de la citada 
ley determina como criterio de relación entre el poder local y el nacional 
el respeto de aquél en todo lo que sea compatible con la jurisdicción 
técnica y económica que corresponde al Estado Nacional”. 

Asimismo, el art. 19 del decreto nº 714/92 dispone, en lo que 
aquí interesa, “[F]ijase en el seis por ciento (6%) de las entradas brutas 
recaudadas por EDENOR S.A. y EDESUR S.A. por venta de energía 
eléctrica dentro de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, y los 
municipios de la provincia de Buenos Aires en cuya jurisdicción presten 
el servicio público de distribución y comercialización, la participación 
que las citadas empresas abonarán mensualmente a los referidos 
municipios en los términos del artículo 5° de la ley 14.772. Dicha 
participación tendrá el concepto de único impuesto y contribución, tanto 
de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público 
municipal, exceptuándose para su cómputo las entradas por venta de 
energía a los ferrocarriles, así como por suministro de energía eléctrica 
para alumbrado público y/o prestación de este último servicio en caso 
de acordarse esta última”. 

Las disposiciones contenidas a continuación en el mismo 
decreto —los artículos 20 (que literalmente establece: “Edenor S.A. y 
Edesur S.A.  abonarán, mensualmente, a la Provincia de Buenos Aires, 
en concepto de único impuesto y contribución, tanto de índole fiscal 
como en lo referente al uso del dominio público provincial, por sus 
actividades como prestatarias del servicio público de distribución y 
comercialización en jurisdicción de dicha provincia, el seis por mil (6‰) 
de sus entradas brutas recaudadas por las ventas de energía eléctrica 
en esa jurisdicción”) y 21 (cuyo texto reza: “El pago en concepto de 
único impuesto, contribución y tributo mencionado en los artículos 19 y 
20 precedentes, no exime a las empresas Edenor S.A. y Edesur S.A. 
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del de las tasas por servicios o mejoras de orden local…”)—,  
completan el esquema impositivo a cargo de las empresas privatizadas 
concesionarias de la prestación del servicio público que ocupa estas 
actuaciones.  

Por último, cabe destacar que por conducto del decreto nº 
714/92 se aprobaron los términos y condiciones del contrato de 
concesión celebrado bajo un régimen de naturaleza federal, entre el 
Estado Nacional y la firma Edenor S.A. que quedaba, así, en calidad de 
concesionaria, a cargo de la prestación en forma exclusiva del servicio 
público de distribución de energía eléctrica en el área definida en el 
contrato (conf. art. 1° y Anexo III del decreto). 

De la reseña efectuada puede extraerse que la ley nº 15.336, 
reguladora del régimen de energía eléctrica —cuyo texto, en lo que 
aquí interesa, no fue modificado por la posterior ley nº 24.065—, en su 
artículo 12 prevé las obras e instalaciones dedicadas a la prestación 
del servicio involucrado en autos no pueden ser gravadas con 
impuestos y contribuciones, o sometidas a legislación local que 
restrinjan o dificulten su libre producción y  circulación, dejando 
expresamente fuera de la apuntada prohibición a las tasas retributivas 
de servicios y las contribuciones que se justifiquen en mejoras de orden 
local. Independientemente de las consideraciones que en orden a la 
articulación constitucional de las potestades tributarias de la Nación y 
las Provincias —y, por vía de estas últimas, de los Municipios— 
merece la cuestión en debate —y sobre las que volveré más 
adelante—, del texto de la citada disposición surge que allí se prevé la 
eximición del pago de tributos locales que puedan afectar las 
instalaciones de las concesionarias de servicios eléctricos en términos 
genéricos, haciendo mención expresa de aquellas especies tributarias 
cuya procedencia es admitida por el legislador (nótese que, en este 
último supuesto, se trata de gravámenes vinculados a una actividad u 
obra específica del Estado local que pueda aprovechar la prestadora).  

Asimismo, cabe advertir que al indicar las tasas retributivas de 
servicios y las contribuciones por mejoras no alcanzadas por la 
dispensa, el texto del decreto nº 714/92 lo hace indicando de modo 
expreso que se trata de una enumeración simplemente enunciativa, lo 
que resultaría revelador de que el Poder Ejecutivo se estaba ciñendo a 
brindar pormenores y detalles con relación a la pauta genérica brindada 
por el art. 12 de la ley nº 15.336, sin aspiraciones de agotar el universo 
de situaciones fácticas en las que sus pautas podrían resultar 
aplicables. 

En ese orden de previsiones normativas es que debe 
ponderarse si el Poder Ejecutivo Nacional, a través de los arts. 19 y 20 
del decreto nº 714/92, ha exorbitado sus competencias propias  
 e incursionado de tal modo en la creación ex novo de una regla 
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jurídica en el campo del derecho tributario material o sustantivo, con 
infracción palmaria al principio de legalidad, con vigencia multisecular y 
común a los más diversos ordenamientos constitucionales (v. Víctor 
Ukmar: Principios Comunes del Derecho Constitucional Tributario, Cap. 
I: “Principio de legalidad”, ps. 9 y ss., edición en español, Ed. Temis, 
Bogotá, 2002) que rige en materia de potestad tributaria normativa  
—más precisamente caracterizado como principio de reserva de ley—, 
en virtud del cual las definiciones en el campo nuclear de los 
presupuestos de hecho de las obligaciones tributarias (en sus aspectos 
material, personal, espacial, temporal y cuantitativo), como en las 
hipótesis exonerativas o minoratorias de alícuota, sólo pueden venir 
aportadas a través de la intervención del poder del Estado que, en la 
organización política respectiva, se encuentra investido de las 
atribuciones legislativas para instituir gravámenes (arts. 4º, 9º, 19, 29, 
75 incs. 1º, 2º y 3º, 76 y 99 inc. 3º, de la Constitución Nacional y arts. 
51, 80, inc. 2º, 81 inc. 2º y 84 de la Carta Magna porteña) en tanto 
depositario de la voluntad general, en el tránsito histórico del 
consentimiento popular del impuesto reclamado por el príncipe o 
monarca a la autoimposición en que el pueblo se tributa a sí mismo a 
través del consentimiento brindado por sus representantes (Pontes de 
Miranda, Francisco Cavalcanti: Comentarios à Constitução Brasileira 
de 1967, com. A Enmenda 1/69, Revista dos Tribunais, San Pablo, 
1973).  

De acuerdo a lo reseñado, a fines de una articulación exitosa de 
su planteo, el GCBA debió desplegar argumentos concluyentes que 
permitan tener por demostrado en la causa que las previsiones del 
decreto en cuestión importan la creación de una exención novedosa  
—y, por tanto, inexistente en el marco legal regulatorio de la 
generación, transporte y distribución de la energía eléctrica— en tanto 
establecía supuestos de procedencia de la dispensa no contemplados 
previamente con rango legal, o que han importado tanto como expandir 
en términos exorbitantes la esfera de acción del apuntado beneficio.   

Ello así, más aún cuando, también en oportunidad de dilucidar la 
validez constitucional de disposiciones de la Administración vinculadas 
al régimen impositivo en el marco del régimen de la energía eléctrica, el 
Máximo Tribunal ha dejado establecido que “… la conducta de las 
autoridades nacionales debe ser entendida en el contexto del 
reconocimiento del Tribunal de que ‘quien tiene el deber de procurar 
determinado fin tiene el derecho de disponer los medios para su logro 
efectivo’ —Fallos: 304:1186; 322:262—…” (conf. CSJN in re: 
“Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión 
Transener S.A c/ Neuquén, Provincia del s/ acción declarativa – 
incidente tasa de justicia” —Fallos: 325:723—, sentencia del 16 de abril 
de 2002, en particular considerando 6º).  
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Por otro lado, no está de  más señalar que la aplicación del 
gravamen tal cual está concebido no se encuentra dentro de los 
tributos habilitados y excluidos de la analogía por la Ley de 
Coparticipación —hoy ley nº 23.548, Régimen Transitorio de 
Distribución de Recursos Fiscales entre la Nación y las Provincias—, 
por cuanto en el art. 9, inc. b), se encuentran eximidos de satisfacer tal 
requisito tan solo “los impuestos provinciales sobre la propiedad 
inmobiliaria, sobre los ingresos brutos, sobre la propiedad, radicación, 
circulación o transferencia de automotores, de sellos y transmisión 
gratuita de bienes, y los impuestos o tasas provinciales y/o municipales 
vigentes al 31/12/84 que tuvieran afectación a obras y/o inversiones, 
provinciales o municipales dispuestas en las normas de creación del 
gravamen”; ya que está fuera de discusión en esta causa que el 
gravamen que aquí se cuestiona tenga afectación específica, o se trate 
de una tasa retributiva de servicios.  

Respecto de lo señalado en el párrafo anterior, cobra sentido el 
pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los 
autos “Pan American Energy LLC Sucursal Argentina c/ Chubut, 
Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ acción declarativa” —Fallos: 
335:996—, sentencia del 19 de junio de 2012, por el cual se decidió 
privar de validez al art. 3º de la ley nº 4.845 de la Provincia del Chubut 
por afectar el principio de supremacía federal, consagrado en el art. 31 
de la CN, por el cual se creaba el “fondo especial para la atención de 
usuarios carenciados de servicios de energía eléctrica” y con el que se 
gravaba el consumo de megavatios/hora por considerarlo, en atención 
a la materia imponible, análogo al Impuesto nacional al Valor Agregado 
—ver en particular los considerandos 10, 12, 13, 14, 15, 16 y 17, y el 
concepto de analogía en el sentido lato, tal cual se recogiera en el 
Anteproyecto de Dino Jarach para el Concejo Federal de Inversiones 
del año 1966—. Igualmente, bien podría inferirse la operatividad de 
algunas de las disposiciones del Pacto Federal para el Empleo, la 
Producción y el Crecimiento, del 12 de agosto de 1993, que vedarían 
un gravamen de este tipo y que, por ser de cumplimiento inmediato, no 
estarían alcanzadas por las sucesivas prórrogas de tal instrumento de 
Derecho Intrafederal, como ocurriría, particularmente, con aquellas 
otras de implementación diferida, tal el caso de las atinentes al 
Impuesto sobre los Ingresos Brutos.  

En orden a las alegaciones del GCBA en el sentido de que los 
beneficios fiscales deben ser aplicados restrictivamente —se 
sobreentiende que por contravenir el principio de generalidad—, 
aunque resulte sobreabundante, pues entiendo haber demostrado que 
es el marco legal en su conjunto el que instituye la exención, valga 
reiterar, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha entendido, 
por un lado, que no debe malograrse el principio de favoris promotionis 
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(in re: “Madoni y Moretti S.C.A.” —Fallos: 308:2554—, sentencia del 19 
de diciembre de 1986, con remisión al dictamen del Ministerio Público 
del que fui autor); y, por otro, que en las exenciones “no deben 
interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino, 
antes bien, en forma tal que el propósito de la ley se cumpla de 
acuerdo con los principio de una razonable y discreta interpretación, lo 
que vale tanto como admitir que las exenciones tributarias pueden 
resultar del indudable propósito de la norma y su necesaria implicancia” 
(conf. Fallos: 296:253, entre muchos otros); criterio replicado 
expresamente por el Alto Estrado en la dilucidación de causas en las 
que se discutía la procedencia de la misma dispensa que aquí se 
debate (conf. Fallos: 322:2624; 325:723, entre otros). 
 Por otro lado, a partir del acotamiento de las potestades 
tributarias locales que se derivan, como necesaria consecuencia de la 
necesidad de coordinación del poder tributario de los distintos sujetos 
impositores en un Estado Federal, según surge de la Ley de 
Coparticipación Provincial en Impuestos Nacionales, y las restantes 
herramientas del federalismo de concertación fiscal, el único impuesto 
habilitado sobre la actividad de que se trata es el que ha sido regulado 
en los sucesivos textos del Código Fiscal de la Ciudad, dado en 
denominar “Contribución que Incide sobre las Compañías de 
Electricidad”. Así, a los fines de ejemplificar, en el texto ordenado 
aprobado por el nº 253/14, puede leerse literalmente: “Título XI: 
Contribución que Incide sobre las Compañías de Electricidad. Capítulo 
I: Del Hecho Imponible y del Pago. Concepto. Artículo 387: Las 
empresas de electricidad están obligadas al pago de un único 
gravamen de acuerdo con lo establecido anualmente por la Ley 
Tarifaria sobre los ingresos brutos provenientes de la venta de energía 
eléctrica en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, una vez deducido el 
suministro de energía destinado al alumbrado público. // El pago de 
este único gravamen no exime a las empresas del pago de las tasas 
retributivas por servicios o mejoras conforme el artículo 21 del Decreto 
Nacional N° 714/92 (B.O. Nº 27.417)”.  
 En consecuencia, el GCBA no puede, por un lado, aprovechar el 
cobro de la “Contribución que Incide sobre las Compañías de 
Electricidad” con sustento en el marco regulatorio del Régimen Federal 
de generación, transporte y distribución de energía eléctrica; y, por 
otro, repudiar las correlativas dispensas o liberaciones fiscales que 
también conforman el aludido sistema, porque tal conducta importaría, 
tanto como desconocer las consecuencias que se derivan del 
voluntario sometimiento a un régimen jurídico sin reservas expresas 
que impiden su impugnación ulterior (conf. Fallos: 312:245, entre 
muchos otros); a lo que se suma que está vedado venir contra los 
actos propios —venire contra factum proprium non valet—, en el 
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sentido de percibir el impuesto único habilitado del 6%, sin que juegue 
la posibilidad de pugna por analogía y; por otro lado, desplegar la 
potestad tributaria describiendo un nuevo tipo contributivo, 
desconociendo la franquicia instituida por el marco regulatorio federal 
de la energía eléctrica.    
 

7. Dadas las consideraciones expuestas, no cabe más que 
decidir la improcedencia del gravamen por ocupación del espacio 
público, en tanto se conjuguen las previsiones contenidas en los ya 
apuntados arts. 12 de la ley nº 15.336 y 19 del decreto nº 714/92.  

Tal como adelantara al expedirme respecto de la admisibilidad 
de la queja articulada, resulta gravitante para la solución de este pleito 
la calificación de las disposiciones legales en juego como ejercicio por 
parte del Estado Nacional de las facultades establecidas por el art. 31, 
art. 75, incs. 13, 18, 19 y 30, y art. 99 inc. 2º de la Constitución 
Nacional, según texto resultante de la Reforma de 1994.  

En primer lugar, y en lo que respecta a la referida Cláusula 
Comercial, no puede perderse de vista que la prestación del servicio en 
la zona asignada a la firma actora a través del contrato de concesión se 
halla inserto en el sistema federal interconectado de generación, 
transporte y distribución de la energía eléctrica. Siendo ello así, el 
servicio público en cuestión es manifestación palmaria del comercio 
interjurisdiccional resultando su regulación de resorte exclusivo del 
Congreso de la Nación en virtud del ya referido inc. 13 del Estatuto 
Supremo, en estrecha relación con las previsiones contenidas en los 
arts. 1, 7, 9, 10, 11, 12 y 126 de la Ley Fundamental —así como del 
Programa Constitucional que se traduce en directivas, explícitas e 
implícitas, orientadas a una realización viable de la República mediante 
un federalismo racional, que posibilite el desarrollo y autonomía de los 
gobiernos locales, pero sin atentar contra el objetivo central y primario 
de constituir la unión nacional—.  
  A ese respecto tiene dicho el Tribunal cimero que, cuando se 
trata de interpretar el alcance de atribuciones provinciales en el área 
abarcada por la llamada Cláusula Comercial, debe acudirse a una 
noción integradora de la actividad económica en el territorio de la 
Nación, que fue la base no sólo de los poderes del Congreso en la 
regulación del comercio interprovincial, sino también de los que le 
asignan exclusiva competencia en materia de legislación común a ser 
aplicada en los territorios provinciales, por las autoridades locales (ver 
“Molinos Rio de la Plata S. A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción 
declarativa”, Fallos: 332:66, sentencia del 10 de febrero de 2009).  
  En ese orden, el cobro de un tributo por la ocupación del espacio 
público local efectuada a los fines de la prestación del servicio público 
de distribución de la energía eléctrica operaría, en los hechos, como 
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una aduana interior que viene a alcanzar con el tributo, justamente, el 
tránsito de dicha energía por el territorio de la Ciudad, configurando 
una interferencia evidente respecto de esa expresión del comercio 
interjurisdiccional.  
 Por otro lado, como también se adelantara en este voto, la 
sanción del régimen federal eléctrico consiste en la ejercitación por el 
Estado Nacional de las facultades previstas en el art. 75 incs. 18 y 19 
de la Constitución Nacional. En ese sentido se ha expedido desde 
temprano la Corte Suprema de Justicia de la Nación al analizar el 
sustento constitucional de la ley 14.772 que sometió a jurisdicción 
nacional los servicios de energía eléctrica interconectados, 
reconociendo las facultades privativas del Congreso de la Nación para 
legislar cuestiones, en principio, propias de los Estados locales, con el 
objeto de fomentar el bienestar general en el orden nacional y en la 
medida en que fuese necesario a tales fines (“Servicios Eléctricos del 
Gran Buenos Aires —S.E.G.B.A.— v. Municipalidad de Ensenada”  
—Fallos: 270:11—, sentencia del 9 de febrero de 1968, considerando 
6º).  
  En dicho marco, y sobre la base de lo establecido en los textos 
constitucionales y normativos involucrados, tiene dicho el Alto Estrado 
que el Congreso Nacional ha ejercitado sus facultades sobre la materia 
de manera compatible con los preceptos constitucionales que lo 
autorizan a proveer lo conducente a la prosperidad del país, el adelanto 
y el bienestar de todas las provincias, mediante leyes protectoras de 
esos fines (conf. art. 75, inc. 18, CN) al establecer un sistema de 
exenciones complementado con un régimen que, sin desconocer 
facultades impositivas locales, tiende a mantener la unidad tarifaria en 
todas las jurisdicciones (“Empresa Distribuidora Sur S.A. —Edesur 
S.A.— c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa” —Fallos: 
322:2624—, sentencia del 26 de octubre de 1999, considerando 4º).  
  Así las cosas, si bien debe concluirse que el régimen impositivo  
establecido por la ley 15.336 y el decreto 714/92 no importan la 
consagración de una inmunidad absoluta de las empresas 
concesionarias de los servicios públicos vinculados a la generación, 
transporte y distribución de la energía eléctrica en lo que respecta a los 
tributos locales que pudieran serle aplicados, también es cierto que la 
propia Corte Suprema de Justicia de la Nación ha reconocido que la 
potestad de imposición de dichas esferas de gobierno debe ceder allí 
donde el legislador nacional haya fijado una eximición de pago de 
dichos gravámenes en protección de la actividad involucrada. En 
efecto, tiene dicho el Alto Estrado que “… la mencionada jurisdicción 
nacional —a menos que contenga alguna exención acordada en virtud 
de lo dispuesto por el art. 75 inc. 18, de la Constitución Nacional— es 
compatible con el ejercicio del poder de policía y de la potestad fiscal 
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por parte de las provincias y de sus municipalidades, ya que es la regla 
—y no la excepción— la existencia de jurisdicciones compartidas entre 
el Estado Nacional y los estados locales” (“Edenor c/ Municipalidad de 
Gral. Rodríguez s/ acción declarativa – medida cautelar” —Fallos: 
322:2331—, sentencia del 5 de octubre de 1999, considerando 6º); 
todo lo cual brinda mayor sustento a la pretensión de la actora en 
desmedro del posicionamiento adoptado por el Fisco local en estas 
actuaciones, correlacionado todo ello con el tratamiento actual que se 
brinda a los Establecimientos de Utilidad Nacional (art. 75 inc. 30). 
  
  8. Por lo demás, resulta decisivo para definir la improcedencia 
de la pretensión fiscal que aquí se debate la consideración de las 
normas contenidas en el artículo 19, párrafo primero, del decreto nº 
714/92 en tanto allí se dispone que la participación —del 6% de las 
entradas brutas por la venta de energía eléctrica efectuada dentro de la 
jurisdicción, que las empresas distribuidoras se comprometieron a 
abonar mensualmente a la entonces Municipalidad de la Ciudad de 
Buenos Aires— tendrá el concepto de único impuesto y contribución, 
tanto de índole fiscal como en lo referente al dominio público municipal. 
 De acuerdo a la propia literalidad de la norma, resulta que tal 
participación que las empresas concesionarias deben girar, hoy, a la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires es sustitutiva de cualquier otro 
gravamen local, excepción hecha de las tasas retributivas de servicios 
y las contribuciones por mejoras de orden local (tal como disponen el 
art. 12 de la ley nº 15.336 y el art. 21 del decreto nº 714/92).  
 En ese orden, las obras e instalaciones destinadas a generar, 
transportar o distribuir energía eléctrica sólo pueden ser alcanzadas por 
los apuntados tributos vinculados —esto es, los que se correspondan 
siempre con la concreta, efectiva e individualizada prestación de un 
servicio y/ o beneficio  a algo no menos individualizado (bien o acto) del 
contribuyente—, tal cual resulta del marco regulatorio específico, de la 
Ley de Coparticipación Provincial en Impuestos Nacionales.   
 En efecto, tal es el temperamento que ha adoptado la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación al resolver esta cuestión —aunque 
en lo relativo al carácter sustitutivo de tributos locales, no ya de la 
participación del 6% establecida en el art. 19 del decreto en cuestión, 
sino de la fijada en el 6 por mil con destino a la Provincia de Buenos 
Aires (art. 20)—. En dicha oportunidad, el Máximo Tribunal sentó el 
criterio conforme al cual la Nación ha fijado a las sucesoras de “SEGBA 
S.A.” dicha participación en concepto de único impuesto y contribución, 
tanto fiscal como en lo referente al uso del dominio público provincial 
por sus actividades como prestatarias del servicio de distribución y 
comercialización de la energía eléctrica en jurisdicción provincial, 
decidiendo que tal concepto único vedaba la posibilidad del cobro,  
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incluso, de los tributos inmobiliario y automotor en tanto se veían 
desplazados por el indicado “aporte” (in re: “Empresa Distribuidora Sur 
S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa” —Fallos: 
322:2624—, sentencia del 26 de octubre de 1999). 
 El criterio expuesto resulta, así, perfectamente aplicable al 
supuesto de autos debiendo concluirse que resulta improcedente el 
“Gravamen sobre la Ocupación y/ o Uso del Espacio Público” respecto 
de las instalaciones de la actora destinadas a la prestación del servicio 
público de distribución de la energía eléctrica que aquí se discute, en 
tanto dicha gabela se vio sustituida por la participación que fija el art. 
19 del decreto nº 714/92 y no encuadra en ninguno de los supuestos 
en que el art. 12 de la ley 15.336 estableció que el tributo local 
resultaría viable (tasa por prestación de servicios o mejoras de orden 
local). 
 El criterio que aquí sustento queda acotado a la ocupación y/o 
uso del espacio público en el servicio de generación, transporte y 
distribución de la energía eléctrica, en atención al marco específico 
federal aplicable y disposiciones singulares que se basa, incluso, 
atendiendo a la compensación de orden financiero para las arcas de la 
Ciudad en función de un gravamen único específico.  

  
Por las consideraciones expuestas, entiendo que corresponde 

admitir la queja articulada por el GCBA y rechazar su recurso de 
inconstitucionalidad; con costas a la vencida por la aplicación del 
principio objetivo de la derrota (art. 62 CCAyT). 

 
Así lo voto. 

 
 

La juez Inés M. Weinberg dijo: 
 

1. El GCBA acude en queja ante este Tribunal al agraviarse del 
pronunciamiento de la Sala II de la CCAyT que rechazó su recurso de 
inconstitucionalidad.  

Contrariamente a lo resuelto por la Alzada, la cuestión arrimada 
a estos estrados versa sobre la interpretación de diversas cláusulas 
constitucionales —vinculadas con el régimen federal de energía 
eléctrica—, hallándose cuestionada la vulneración del principio de 
legalidad tributaria a raíz de la aplicación que el ad quem realizó del art. 
31 de la Constitución Nacional (cláusula de supremacía constitucional y 
federal). 

Estos agravios constitucionales atribuidos al resolutorio 
impugnado, y fundamentados de forma suficiente por la recurrente, 
autorizan su tratamiento por este Tribunal.  
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2. Conforme obra en autos, las instancias precedentes se han 

pronunciado respecto de la incompatibilidad entre la aplicación de la 
normativa nacional —regulatoria del servicio público de energía 
eléctrica—, y el gravamen local —uso y/o ocupación del dominio 
público— cuyo cobro persigue la demandada.  

Sin perjuicio de la prelación normativa aplicable al caso, advierto 
que la cuestión que excitó la intervención jurisdiccional fue 
expresamente contemplada por el legislador local dentro de su 
ordenamiento tributario, por lo que la discusión aquí planteada deviene 
solo aparente.   

La Ordenanza Fiscal (t.o. 1998) estableció para el ámbito local 
que “las empresas de electricidad están obligadas al pago de un único 
gravamen de acuerdo con lo establecido anualmente por la Ley 
Tarifaria sobre los ingresos brutos provenientes de la venta de energía 
eléctrica en la Ciudad de Buenos Aires, una vez deducido el suministro 
de energía destinado al alumbrado público. El pago de este único 
gravamen no exime a las empresas del pago de las tasas retributivas 
por servicios o mejoras conforme el artículo 21 del Decreto Nacional N° 
714/92 (B.O. N° 27.417)” (conf. art. 240, Título IX “Contribución que 
incide sobre las compañías de electricidad”). 

De este modo, la normativa tributaria local receptó el contenido 
del cuestionado Decreto 714/92 —reproduciéndolo en los sucesivos 
códigos fiscales—, el cual ordenó que la participación que abonan las 
empresas de energía eléctrica en el ámbito de la Ciudad de Buenos 
Aires “tendrá el concepto de único impuesto y contribución” (conf. art. 
19), para agregar luego que “el pago en concepto de único impuesto, 
contribución y tributo mencionado en los Artículos 19 y 20 precedentes, 
no exime a las empresas EDENOR S.A. y EDESUR S.A. del de las 
tasas retributivas por servicios o mejoras de orden local” (conf. art. 21). 

En este marco, no obstante reducirse la obligación fiscal de las 
empresas de electricidad a un único gravamen, el pago de éste no las 
exime de aquellas imposiciones que constituyan tasas retributivas de 
servicios o mejoras en el ámbito local, como exclusiva excepción a lo 
establecido normativamente. 

 

3. Ahora bien, el gravamen contemplado en el art. 224 de la 
Ordenanza Fiscal (t.o. 1998) —reclamado por los períodos 1998-2002 
a la actora—, recae sobre la “ocupación y/o uso de la superficie, el 
subsuelo y el espacio aéreo”, y el propio texto normativo reconoce, de 
forma expresa, la condición de impuesto de la referida gabela. 

Así, al comprobarse que la obligación tributaria en crisis no 
constituye una tasa retributiva de servicios o mejoras —única 
excepción al impuesto detallado— ésta se encontrara comprendida en 
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la contribución única que incide sobre las compañías de electricidad 
(conf. Titulo IX de la ordenanza fiscal).   

Ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación que la 
primera fuente de interpretación de la ley es su letra, sin que sea 
admisible una inteligencia que equivalga a prescindir del texto legal si 
no media debate y declaración de inconstitucionalidad, pues la 
exégesis de la norma, aun con el fin de adecuación a los principios y 
garantías constitucionales, debe practicarse sin violencia de su letra y 
de su espíritu (Fallos 300:687; 312:2078; 326:2687 entre otros). 

De este modo, el análisis de la presente cuestión se reduce a la 
aplicación, no ya de la normativa federal reseñada, sino de las propias 
disposiciones locales en la materia. 

 
4. De conformidad con el principio iura novit curia, el juzgador 

tiene el deber de examinar autónomamente la realidad fáctica 
subsumiéndola en las normas jurídicas que la rigen, atribución que por 
ser propia y privativa de la función jurisdiccional lleva a prescindir de 
los fundamentos y calificaciones normativas que postulen las partes, 
aun cuando concordaren con ellos (Fallos 329:4372). 

En esta inteligencia, si bien la Cámara reconoce la oponibilidad 
de la exención creada por la norma federal que consagra la libre 
ocupación de las obras e instalaciones necesarias para la prestación 
del servicio público de energía eléctrica (conf. art. 12 de la ley 15.336), 
no menos cierto es que el GCBA centra sus agravios en impugnar la 
constitucionalidad del Decreto 714/92 —al considerar afectadas 
potestades locales—, omitiendo desarrollar argumento alguno referido 
a la aplicación del artículo 240 de la ordenanza fiscal local reseñado; y 
cuya apreciación releva de toda otra consideración al respecto.    

De esta forma, de conformidad con lo dictaminado por el Sr. 
Fiscal General a fs. 264/270, el recurso interpuesto por le GCBA 
adolece de una insuficiente fundamentación, motivo por el cual no 
podrá prosperar.   

 
5. En razón de estos argumentos, voto por admitir la queja 

interpuesta por el GCBA, y rechazar su recurso de inconstitucionalidad. 
 
 

El juez Luis Francisco Lozano dijo: 
 
1. La decisión que viene objetando el GCBA, en lo que ahora 

importa, rechazó su apelación contra la sentencia de primera instancia 
que había hecho lugar a la demanda entablada por EDENOR “…[por 
cuyo intermedio había] solicita[]do que se revo[cara] y se dej[ara] sin 
efecto la Resolución nro. 2514/SHyF/04 dictada por la Secretaría de 
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Hacienda y Finanzas, a través de la cual le [habían sido] rechazadas 
las impugnaciones planteadas contra las intimaciones de pago que 
[había] curs[ado] a su representada la Dirección General de Rentas, 
con respecto al gravamen correspondiente al uso, ocupación de la 
superficie, el espacio aéreo y el subsuelo de la vía pública (art. 224 de 
la Ordenanza Fiscal T.O. 2008) por los períodos 1998 al 2002 ambos 
inclusive” (fs. 156, 158 y164). 
  

2. El gravamen cuyo cobro resiste la actora viene establecido en 
el CF en los siguientes términos: 

 
“Ocupación de la superficie, espacio aéreo y subsuelo. 
Art. 224.- Por el uso y ocupación de la superficie, el subsuelo y el espacio 

aéreo con postes, contrapostes, puntales, postes de refuerzo, sostenes para apoyo, 
cables, tensores, cámaras, cañerías y cabinas, cualquiera fuera el uso a que 
estuvieran destinados, (con excepción de las cabinas telefónicas), se pagará 
trimestralmente un impuesto conforme a las prescripciones de la Ordenanza Tarifaria” 
(t.o. decr. n° 324/1998, texto mantenido —con mínimas variaciones— para los 
sucesivos períodos aquí comprendidos, cf. art. 237 de la ley 150 del año 1999; art. 
248 CF, t.o. decr. n° 347/00; art. 258 de la ley n° 541 del año 2001; y art. 263 CF, t.o. 
decr. n° 240/02). 

 
3. Si bien los argumentos de las partes y los fundamentos de los 

jueces de mérito han girado en torno al papel que jugaría para la 
exigibilidad del mentado gravamen la interpretación de la exención a 
que se refiere el art. 19 del decreto PEN n° 714/92 —cuya 
inconstitucionalidad viene planteando el GCBA recurrente—, la 
pretensión recursiva carece de la mínima fundamentación que es 
exigible puesto que, como se verá, aun cuando cupiera hacer lugar al 
planteo que trae, no muestra cómo ello redundaría en una resolución 
favorable a su pretensión si, a la vez, no se ha hecho cargo de lo que 
literalmente estipula al respecto el CF para los períodos involucrados. 

En este orden de ideas, bajo el Título IX (“Contribución que 
incide sobre las compañías de electricidad”) los sucesivos CF para los 
períodos involucrados estipulan en un capítulo único “Del hecho 
imponible y del pago” que: 

 
“[l]as empresas de electricidad están obligadas al pago de un único 

gravamen de acuerdo con lo establecido anualmente por la Ordenanza Tarifaria 
sobre los ingresos brutos provenientes de la venta de energía eléctrica en la Ciudad 
de Buenos Aires, una vez deducido el suministro de energía destinado a alumbrado 
público. 

“El pago de este único gravamen no exime a las empresas del pago de las 
tasas retributivas por servicios o mejoras conforme el artículo 21 del Decreto 
Nacional n° 714/92 B.O. 27.417” (sin resaltar en el original, cf. art. 240 t.o. decr. n° 
324/1998, texto mantenido —sin variaciones, a excepción del reemplazo de la voz 
“Ordenanza Tarifaria” por la de “Ley Tarifaria”— para los sucesivos períodos aquí 
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comprendidos, cf. art. 253 de la ley 150 del año 1999; art. 267 CF, t.o. decr. n° 
347/00; art. 277 de la ley n° 541 del año 2001; y art. 282 CF, t.o. decr. n° 240/02). 

 
4. Sentado lo anterior, cabe señalar que el gravamen cuyo cobro 

persigue el GCBA en el caso es de aquellos típicamente impuestos por 
la adquisición de un derecho respecto de una prohibición general como 
lo es la del uso del subsuelo (V. mi voto in re “GCBA s/ queja por 
recurso de inconstitucionalidad denegado en: Metrored 
Telecomunicaciones c/ GCBA s/ impugnación actos administrativos”, 
Expte. n° 9590, sentencia del 29 de octubre de 2014); es decir, que no 
se trata de una tasa y, por lo tanto, indudablemente no se encuentra 
dentro de la excepción a que hace referencia el segundo párrafo del 
artículo 240 CF (t.o. para el año 1998, decr. n° 324/1998). 

Ello así, siendo las objeciones del GCBA dirigidas a impugnar la 
constitucionalidad del art. 19 del decreto PEN n° 714/92 por cercenar 
atribuciones locales, o por defectos vinculados al modo en que ha sido 
instrumentada, pero sin hacerse cargo del alcance que cabría dar a la 
norma local (art. 240 CF), transcripta, conducen a rechazar la queja a 
este respecto por infundada. 

 
5. Los agravios enderezados a cuestionar, por altos, los 

honorarios regulados a favor de los letrados de la parte actora tampoco 
involucran materia idónea para habilitar esta competencia 
extraordinaria. 

 
6. En suma, por lo dicho, corresponde rechazar la queja de fs. 

222/236. 
 
 

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. Fiscal 
General,  

 
el Tribunal Superior de Justicia 

resuelve: 
 

1. Declarar que los agravios planteados por el Gobierno de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires no satisfacen los requisitos 
establecidos en el art. 27 de la ley nº 402. 

2. Mandar que se registre, se notifique y, oportunamente, se 
devuelva el principal con la queja.   

Las juezas Ana María Conde y Alicia E. C. Ruiz no suscriben la 
resolución en los términos de la acordada nº 40/2014. 
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